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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN C



Radicado: 11001-03-15-000-2020-05127-00


Accionante: Carlos Alberto Román Ochoa

CONSEJERO PONENTE: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Bogotá D.C., quince (15) de diciembre de dos mil veinte (2020).

Referencia: 
Acción de tutela.
Radicación:
11001-03-15-000-2020-05127-00.
Accionante:
Carlos Alberto Román Ochoa
Accionados:
Sección Quinta del Consejo de Estado.
AUTO ADMISORIO
Carlos Alberto Román Ochoa presentó acción de tutela, a través de apoderado judicial, para deprecar el amparo de sus derechos políticos, que consideró fueron vulnerados por la Sección Quinta del Consejo de Estado, con ocasión de la sentencia de segunda instancia del 3 de diciembre de 2020 proferida dentro del proceso de nulidad electoral con radicado 68001-23-33-000-2019-00867-02, en el que se resolvió cancelar su credencial de alcalde del municipio de San Juan de Girón (Santander).

En el escrito de solicitud de amparo, el señor Román Ochoa solicitó, como medida provisional, que se ordenara la suspensión de la ejecución de la sentencia del 3 de diciembre de 2020, puesto que, por un lado, consideró que el tiempo que dure fuera del cargo es “irrecuperable”, más aun, al tener en cuenta la congestión judicial y la vacancia judicial; y, por otro lado, es necesario, para evitar una “inestabilidad gubernamental” en el referido municipio.
Para resolver la anterior petición en cuanto medida provisional, es necesario tener en cuenta que el Decreto 2591 de 1991 establece que el juez constitucional, cuando lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, “suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnera” y dicha suspensión puede ser ordenada de oficio o a petición de parte
. Así, las medidas provisionales buscan evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se convierta en violación o habiéndose constatado la existencia de una violación, esta se torne más gravosa.
En el sub lite, de acuerdo a la consulta judicial del proceso electoral realizada por el Despacho en la página web de la Rama Judicial, se observó que el fallo del 3 de diciembre de 2020 fue notificado, a través de mensajes de correo electrónico enviados a las partes el 7 de diciembre siguiente, y por edicto, publicado el 11 del mismo mes y año. Además, los sujetos demandante y demandado presentaron, el 10 de diciembre de 2020, solicitudes de adición y aclaración de sentencia, respectivamente.
En ese orden, es preciso destacar que, en atención a las solicitudes de adición y aclaración, la providencia del 3 de enero de 2020 no se encuentra en firme. En consecuencia, no es factible entrar a estudiar los argumentos que sustentan la petición de la medida cautelar, por cuanto no es posible considerar la suspensión de la ejecución de un fallo que aún no produce efectos jurídicos para las partes. Por estas razones, el suscrito magistrado negará la medida provisional requerida.
El Despacho, al encontrar reunidos los requisitos previstos en el artículo 14 del Decreto 2591 de 1991 y por ser competente para conocer de la presente acción de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política, en el Decreto 2591 de 1991, en el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017 y en el Acuerdo de Sala Plena del Consejo de Estado No. 080 de 12 de marzo de 2019,
RESUELVE

PRIMERO: ADMITIR la acción de tutela interpuesta por Carlos Alberto Román Ochoa en contra de la Sección Quinta del Consejo de Estado.
SEGUNDO: VINCULAR a la presente acción, como terceros interesados, al Tribunal Administrativo de Santander y a Carlos Leonardo Hernández, quien participado como demandante dentro del proceso de nulidad electoral con radicado 68001-23-33-000-2019-00867-02.
TERCERO: NOTIFICAR el presente auto a las partes y a los vinculados de la forma más expedita posible. Esta providencia deberá ser publicada en las páginas web del Consejo de Estado y de la Rama judicial.
Para efectos de las respectivas notificaciones, la Sección Quinta del Consejo de Estado deberá aportar al presente trámite constitucional, el nombre y los datos de contacto de Carlos Leonardo Hernández. La Secretaría General solamente devolverá el expediente al Despacho, una vez haya dado cumplimiento a la anterior orden.
CUARTO: COMUNICAR a las partes y a los vinculados que podrán presentar informes sobre los hechos en que se sustenta la presente acción, en el término de dos (2) días contados a partir del recibo de la notificación. Estos se considerarán rendidos bajo juramento (artículos 19 y 20 del Decreto 2591 de 1991).
QUINTO: TENER como pruebas los documentos aportados con el escrito de tutela.
SEXTO: NEGAR la solicitud de medida provisional presentada por Carlos Alberto Román Ochoa, por las razones expuestas en esta providencia. 
OVTAVO: SUSPENDER los términos de la presente acción constitucional hasta tanto se dé cumplimiento a las órdenes impartidas en esta providencia y el expediente regrese al Despacho desde la Secretaría General.

NOVENO: RECONOCER personería al abogado Héctor Alfonso Carvajal Londoño para actuar como apoderado del tutelante, en los términos y para los efectos del poder conferido, contenido en el expediente electrónico de tutela con certificado B49932B9EDB912B5 429D12AA4808EB62 3BC0CE0BAEC9D6A1 B0991D3012177CFB.
Notifíquese y Cúmplase,

JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado
� Artículo 7º del Decreto 2591 de 1991. 
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